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La violencia contra 
los Pueblos Indígenas 

persiste en Brasil

El informe anual del Consejo Indigenista Misionero (Conselho Indigenista Missionário – Cimi), 
organización vinculada a la Conferencia Episcopal de Brasil, sobre la violencia contra los Pueblos 

Indígenas presenta datos del primer año del gobierno de Lula, marcado por impases y 
contradicciones en la política indígena. 

Foto: Tiago Miotto/Cimi.

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar

Mbokajaty: destruyeron casas y se 
robaron pertenencias de la Comunidad

Pasaron 100 años y la sensación amarga 
no desaparece Corazonar Loncopué



La violencia contra los Pueblos Indígenas persistió 
en 2023, un año marcado por ataques a derechos 

y pocos avances en la demarcación de tierras

III Marcha de Mujeres Indígenas, septiembre de 2023. Foto: Maiara Dourado/Cimi.

Las disputas en torno a los derechos 
indígenas en los tres Poderes de la 
República se reflejaron en un escenario de 
violencia y violaciones continuas contra los 
Pueblos Indígenas y sus territorios en 2023. 

El primer año del nuevo gobierno federal 
estuvo marcado por la reanudación de 
acciones de fiscalización y represión para 
invasiones en algunos territorios indígenas, 
pero la demarcación de tierras y las 

acciones de protección y asistencia a las 
Comunidades siguieron siendo 
insuficientes. El ambiente institucional de 
ataque a los derechos indígenas 
repercutió, en las diferentes regiones del 
país, en la continuidad de invasiones, 
conflictos y acciones violentas contra las 
Comunidades y el mantenimiento de altos 
índices de asesinatos, suicidios y 
mortalidad infantil entre estos Pueblos, 
según menciona la publicación anual del 
Conselho Indigenista Missionário (Cimi).

El año 2023 comenzó con grandes 
expectativas respecto de la política 
indígena del tercer mandato del presidente 
Luiz Inácio Lula da Silva. No sólo porque la 
nueva administración sucedió a un 
gobierno abiertamente antiindígena, sino 
también porque el tema ha asumido 
centralidad en los discursos y anuncios del 
nuevo presidente desde la campaña 
electoral.

Este cambio estuvo simbolizado por la 
presencia del jefe Raoni, un líder histórico 
Kayapó, en la toma de posesión del nuevo 
presidente electo. La creación del inédito 
Ministerio de los Pueblos Indígenas (MPI) y 
el nombramiento de líderes indígenas para 
encabezar el nuevo departamento, la Funai 
-rebautizada como Fundación Nacional de 
los Pueblos Indígenas- y la Secretaría de 
Salud Indígena (Sesai) complementaron la 

atmósfera de renovada esperanza.

A principios de año, la situación del Pueblo 
Yanomami –informada repetidamente 
durante mucho tiempo– causó una 
enorme conmoción. Luego de años de 
abandono e inacción activa por parte de 
gobiernos anteriores ante la presencia 
ilegal de mineros en la Tierra Indígena (TI), 
el pueblo fue llevado al extremo de la 
vulnerabilidad. La declaración de 
Emergencia Sanitaria Nacional y el inicio de 
un importante operativo de desintrusión 
en ese territorio apuntaban a un cambio 
efectivo en relación a la política indígena.

Sin embargo, sin demora, la realidad 
política se impuso. El Congreso Nacional 
actuó para vaciar el MPI y atacar los 
derechos indígenas, especialmente 
mediante la aprobación del Proyecto de 
Ley (PL) 490/2007, transformado, a finales 
de año, en Ley 14.701/2023. El Poder 
Legislativo actuó en clara oposición al 
Supremo Tribunal Federal (STF), que, luego 
de años de trámite, concluyó la sentencia 
del caso de repercusión general que 
discutía la demarcación de tierras 
indígenas con una decisión a favor de los 
Pueblos Originarios.

La Corte Suprema reconoció los derechos 
territoriales indígenas como “cláusulas 
permanentes” de la Constitución Federal 

Brasil

–es decir, que no pueden ser alteradas ni 
restringidas– y declaró inconstitucional la 
tesis del marco temporal. Esta tesis, que 
persigue a los Pueblos Indígenas desde 
hace años, pretende establecer que sólo 
las tierras que estaban en posesión de los 
pueblos indígenas o estaban en disputa 
podían ser demarcadas en la fecha de 

promulgación de la Constitución, el 5 de 
octubre de 1988.

Pese a la sentencia, el Congreso Nacional 
incluyó en la ley 14.701 el plazo como 
criterio para la demarcación de tierras 
indígenas, además de un conjunto de 
disposiciones legales que, en la práctica, 

buscan inviabilizar nuevas demarcaciones 
y abrir tierras ya demarcados para la 
explotación económica. El veto parcial de 
Lula fue anulado por el Congreso, con un 
gran número de votos de partidos que 
ocupan cargos en el gobierno, y la ley entró 
en vigor a finales de año.

Este contexto se reflejó en la constatación 
de pocos avances en la demarcación de 
tierras indígenas y la continuación de casos 
de invasión, daños al patrimonio indígena y 
conflictos por derechos territoriales.

Se llevaron a cabo algunas acciones de 
desintrusión, pero ninguna con la fuerza 
inicial de la Task Force Yanomami, que 
también cayó en la inercia sin que la 
minería fuera completamente 
desmantelada. En 2023, se registraron 276 
casos de invasiones posesorias, 
explotación ilegal de recursos naturales y 
daños diversos a la propiedad en al menos 
202 territorios indígenas en 22 estados de 
Brasil.

Ocho tierras indígenas fueron aprobadas 
en el primer año del nuevo gobierno, una 
cifra inferior a las expectativas, aunque 
superior a la de los últimos años. Los 
magros avances en las demarcaciones se 
reflejaron en la intensificación de los 
conflictos, con varios casos de 
intimidaciones, amenazas y ataques 

violentos contra indígenas, especialmente 
en estados como Bahía, Mato Grosso do 
Sul y Paraná.

La voluntad del gobierno federal de 
explorar petróleo en la desembocadura del 
Amazonas, la priorización presupuestaria 
del agronegocio y el apoyo a grandes 
proyectos de infraestructura y exploración 
minera en conflicto con los Pueblos 
Indígenas, como el ferrocarril “Ferrogrão” y 
los ataques de empresas extranjeras a la El 
territorio Mura, en Amazonas, también 
compuso este escenario.

La lentitud y falta de señales claras por 
parte del gobierno federal en defensa de 
los territorios indígenas influyó 
directamente en el alto número de 
conflictos registrados, muchos de ellos de 
intimidación, amenazas y ataques 
violentos contra Comunidades Indígenas.

Fuente: Cimi. 

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



Las disputas en torno a los derechos 
indígenas en los tres Poderes de la 
República se reflejaron en un escenario de 
violencia y violaciones continuas contra los 
Pueblos Indígenas y sus territorios en 2023. 

El primer año del nuevo gobierno federal 
estuvo marcado por la reanudación de 
acciones de fiscalización y represión para 
invasiones en algunos territorios indígenas, 
pero la demarcación de tierras y las 

acciones de protección y asistencia a las 
Comunidades siguieron siendo 
insuficientes. El ambiente institucional de 
ataque a los derechos indígenas 
repercutió, en las diferentes regiones del 
país, en la continuidad de invasiones, 
conflictos y acciones violentas contra las 
Comunidades y el mantenimiento de altos 
índices de asesinatos, suicidios y 
mortalidad infantil entre estos Pueblos, 
según menciona la publicación anual del 
Conselho Indigenista Missionário (Cimi).

El año 2023 comenzó con grandes 
expectativas respecto de la política 
indígena del tercer mandato del presidente 
Luiz Inácio Lula da Silva. No sólo porque la 
nueva administración sucedió a un 
gobierno abiertamente antiindígena, sino 
también porque el tema ha asumido 
centralidad en los discursos y anuncios del 
nuevo presidente desde la campaña 
electoral.

Este cambio estuvo simbolizado por la 
presencia del jefe Raoni, un líder histórico 
Kayapó, en la toma de posesión del nuevo 
presidente electo. La creación del inédito 
Ministerio de los Pueblos Indígenas (MPI) y 
el nombramiento de líderes indígenas para 
encabezar el nuevo departamento, la Funai 
-rebautizada como Fundación Nacional de 
los Pueblos Indígenas- y la Secretaría de 
Salud Indígena (Sesai) complementaron la 

atmósfera de renovada esperanza.

A principios de año, la situación del Pueblo 
Yanomami –informada repetidamente 
durante mucho tiempo– causó una 
enorme conmoción. Luego de años de 
abandono e inacción activa por parte de 
gobiernos anteriores ante la presencia 
ilegal de mineros en la Tierra Indígena (TI), 
el pueblo fue llevado al extremo de la 
vulnerabilidad. La declaración de 
Emergencia Sanitaria Nacional y el inicio de 
un importante operativo de desintrusión 
en ese territorio apuntaban a un cambio 
efectivo en relación a la política indígena.

Sin embargo, sin demora, la realidad 
política se impuso. El Congreso Nacional 
actuó para vaciar el MPI y atacar los 
derechos indígenas, especialmente 
mediante la aprobación del Proyecto de 
Ley (PL) 490/2007, transformado, a finales 
de año, en Ley 14.701/2023. El Poder 
Legislativo actuó en clara oposición al 
Supremo Tribunal Federal (STF), que, luego 
de años de trámite, concluyó la sentencia 
del caso de repercusión general que 
discutía la demarcación de tierras 
indígenas con una decisión a favor de los 
Pueblos Originarios.

La Corte Suprema reconoció los derechos 
territoriales indígenas como “cláusulas 
permanentes” de la Constitución Federal 

–es decir, que no pueden ser alteradas ni 
restringidas– y declaró inconstitucional la 
tesis del marco temporal. Esta tesis, que 
persigue a los Pueblos Indígenas desde 
hace años, pretende establecer que sólo 
las tierras que estaban en posesión de los 
pueblos indígenas o estaban en disputa 
podían ser demarcadas en la fecha de 

promulgación de la Constitución, el 5 de 
octubre de 1988.

Pese a la sentencia, el Congreso Nacional 
incluyó en la ley 14.701 el plazo como 
criterio para la demarcación de tierras 
indígenas, además de un conjunto de 
disposiciones legales que, en la práctica, 

buscan inviabilizar nuevas demarcaciones 
y abrir tierras ya demarcados para la 
explotación económica. El veto parcial de 
Lula fue anulado por el Congreso, con un 
gran número de votos de partidos que 
ocupan cargos en el gobierno, y la ley entró 
en vigor a finales de año.

Este contexto se reflejó en la constatación 
de pocos avances en la demarcación de 
tierras indígenas y la continuación de casos 
de invasión, daños al patrimonio indígena y 
conflictos por derechos territoriales.

Se llevaron a cabo algunas acciones de 
desintrusión, pero ninguna con la fuerza 
inicial de la Task Force Yanomami, que 
también cayó en la inercia sin que la 
minería fuera completamente 
desmantelada. En 2023, se registraron 276 
casos de invasiones posesorias, 
explotación ilegal de recursos naturales y 
daños diversos a la propiedad en al menos 
202 territorios indígenas en 22 estados de 
Brasil.

Ocho tierras indígenas fueron aprobadas 
en el primer año del nuevo gobierno, una 
cifra inferior a las expectativas, aunque 
superior a la de los últimos años. Los 
magros avances en las demarcaciones se 
reflejaron en la intensificación de los 
conflictos, con varios casos de 
intimidaciones, amenazas y ataques 

Brasil

violentos contra indígenas, especialmente 
en estados como Bahía, Mato Grosso do 
Sul y Paraná.

La voluntad del gobierno federal de 
explorar petróleo en la desembocadura del 
Amazonas, la priorización presupuestaria 
del agronegocio y el apoyo a grandes 
proyectos de infraestructura y exploración 
minera en conflicto con los Pueblos 
Indígenas, como el ferrocarril “Ferrogrão” y 
los ataques de empresas extranjeras a la El 
territorio Mura, en Amazonas, también 
compuso este escenario.

La lentitud y falta de señales claras por 
parte del gobierno federal en defensa de 
los territorios indígenas influyó 
directamente en el alto número de 
conflictos registrados, muchos de ellos de 
intimidación, amenazas y ataques 
violentos contra Comunidades Indígenas.

Fuente: Cimi. 

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



Las disputas en torno a los derechos 
indígenas en los tres Poderes de la 
República se reflejaron en un escenario de 
violencia y violaciones continuas contra los 
Pueblos Indígenas y sus territorios en 2023. 

El primer año del nuevo gobierno federal 
estuvo marcado por la reanudación de 
acciones de fiscalización y represión para 
invasiones en algunos territorios indígenas, 
pero la demarcación de tierras y las 

acciones de protección y asistencia a las 
Comunidades siguieron siendo 
insuficientes. El ambiente institucional de 
ataque a los derechos indígenas 
repercutió, en las diferentes regiones del 
país, en la continuidad de invasiones, 
conflictos y acciones violentas contra las 
Comunidades y el mantenimiento de altos 
índices de asesinatos, suicidios y 
mortalidad infantil entre estos Pueblos, 
según menciona la publicación anual del 
Conselho Indigenista Missionário (Cimi).

El año 2023 comenzó con grandes 
expectativas respecto de la política 
indígena del tercer mandato del presidente 
Luiz Inácio Lula da Silva. No sólo porque la 
nueva administración sucedió a un 
gobierno abiertamente antiindígena, sino 
también porque el tema ha asumido 
centralidad en los discursos y anuncios del 
nuevo presidente desde la campaña 
electoral.

Este cambio estuvo simbolizado por la 
presencia del jefe Raoni, un líder histórico 
Kayapó, en la toma de posesión del nuevo 
presidente electo. La creación del inédito 
Ministerio de los Pueblos Indígenas (MPI) y 
el nombramiento de líderes indígenas para 
encabezar el nuevo departamento, la Funai 
-rebautizada como Fundación Nacional de 
los Pueblos Indígenas- y la Secretaría de 
Salud Indígena (Sesai) complementaron la 

atmósfera de renovada esperanza.

A principios de año, la situación del Pueblo 
Yanomami –informada repetidamente 
durante mucho tiempo– causó una 
enorme conmoción. Luego de años de 
abandono e inacción activa por parte de 
gobiernos anteriores ante la presencia 
ilegal de mineros en la Tierra Indígena (TI), 
el pueblo fue llevado al extremo de la 
vulnerabilidad. La declaración de 
Emergencia Sanitaria Nacional y el inicio de 
un importante operativo de desintrusión 
en ese territorio apuntaban a un cambio 
efectivo en relación a la política indígena.

Sin embargo, sin demora, la realidad 
política se impuso. El Congreso Nacional 
actuó para vaciar el MPI y atacar los 
derechos indígenas, especialmente 
mediante la aprobación del Proyecto de 
Ley (PL) 490/2007, transformado, a finales 
de año, en Ley 14.701/2023. El Poder 
Legislativo actuó en clara oposición al 
Supremo Tribunal Federal (STF), que, luego 
de años de trámite, concluyó la sentencia 
del caso de repercusión general que 
discutía la demarcación de tierras 
indígenas con una decisión a favor de los 
Pueblos Originarios.

La Corte Suprema reconoció los derechos 
territoriales indígenas como “cláusulas 
permanentes” de la Constitución Federal 

Cabaña al sol en la reanudación del Guaraní Kaiowá en Tekoha Laranjeira Nhanderu, Rio Brilhante (MS). Marzo de 2023. Foto: 
Renaud Philippe/Proyecto Retomada da Terra.

–es decir, que no pueden ser alteradas ni 
restringidas– y declaró inconstitucional la 
tesis del marco temporal. Esta tesis, que 
persigue a los Pueblos Indígenas desde 
hace años, pretende establecer que sólo 
las tierras que estaban en posesión de los 
pueblos indígenas o estaban en disputa 
podían ser demarcadas en la fecha de 

promulgación de la Constitución, el 5 de 
octubre de 1988.

Pese a la sentencia, el Congreso Nacional 
incluyó en la ley 14.701 el plazo como 
criterio para la demarcación de tierras 
indígenas, además de un conjunto de 
disposiciones legales que, en la práctica, 

buscan inviabilizar nuevas demarcaciones 
y abrir tierras ya demarcados para la 
explotación económica. El veto parcial de 
Lula fue anulado por el Congreso, con un 
gran número de votos de partidos que 
ocupan cargos en el gobierno, y la ley entró 
en vigor a finales de año.

Este contexto se reflejó en la constatación 
de pocos avances en la demarcación de 
tierras indígenas y la continuación de casos 
de invasión, daños al patrimonio indígena y 
conflictos por derechos territoriales.

Se llevaron a cabo algunas acciones de 
desintrusión, pero ninguna con la fuerza 
inicial de la Task Force Yanomami, que 
también cayó en la inercia sin que la 
minería fuera completamente 
desmantelada. En 2023, se registraron 276 
casos de invasiones posesorias, 
explotación ilegal de recursos naturales y 
daños diversos a la propiedad en al menos 
202 territorios indígenas en 22 estados de 
Brasil.

Ocho tierras indígenas fueron aprobadas 
en el primer año del nuevo gobierno, una 
cifra inferior a las expectativas, aunque 
superior a la de los últimos años. Los 
magros avances en las demarcaciones se 
reflejaron en la intensificación de los 
conflictos, con varios casos de 
intimidaciones, amenazas y ataques 

Brasil

violentos contra indígenas, especialmente 
en estados como Bahía, Mato Grosso do 
Sul y Paraná.

La voluntad del gobierno federal de 
explorar petróleo en la desembocadura del 
Amazonas, la priorización presupuestaria 
del agronegocio y el apoyo a grandes 
proyectos de infraestructura y exploración 
minera en conflicto con los Pueblos 
Indígenas, como el ferrocarril “Ferrogrão” y 
los ataques de empresas extranjeras a la El 
territorio Mura, en Amazonas, también 
compuso este escenario.

La lentitud y falta de señales claras por 
parte del gobierno federal en defensa de 
los territorios indígenas influyó 
directamente en el alto número de 
conflictos registrados, muchos de ellos de 
intimidación, amenazas y ataques 
violentos contra Comunidades Indígenas.

Fuente: Cimi. 

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



Las disputas en torno a los derechos 
indígenas en los tres Poderes de la 
República se reflejaron en un escenario de 
violencia y violaciones continuas contra los 
Pueblos Indígenas y sus territorios en 2023. 

El primer año del nuevo gobierno federal 
estuvo marcado por la reanudación de 
acciones de fiscalización y represión para 
invasiones en algunos territorios indígenas, 
pero la demarcación de tierras y las 

acciones de protección y asistencia a las 
Comunidades siguieron siendo 
insuficientes. El ambiente institucional de 
ataque a los derechos indígenas 
repercutió, en las diferentes regiones del 
país, en la continuidad de invasiones, 
conflictos y acciones violentas contra las 
Comunidades y el mantenimiento de altos 
índices de asesinatos, suicidios y 
mortalidad infantil entre estos Pueblos, 
según menciona la publicación anual del 
Conselho Indigenista Missionário (Cimi).

El año 2023 comenzó con grandes 
expectativas respecto de la política 
indígena del tercer mandato del presidente 
Luiz Inácio Lula da Silva. No sólo porque la 
nueva administración sucedió a un 
gobierno abiertamente antiindígena, sino 
también porque el tema ha asumido 
centralidad en los discursos y anuncios del 
nuevo presidente desde la campaña 
electoral.

Este cambio estuvo simbolizado por la 
presencia del jefe Raoni, un líder histórico 
Kayapó, en la toma de posesión del nuevo 
presidente electo. La creación del inédito 
Ministerio de los Pueblos Indígenas (MPI) y 
el nombramiento de líderes indígenas para 
encabezar el nuevo departamento, la Funai 
-rebautizada como Fundación Nacional de 
los Pueblos Indígenas- y la Secretaría de 
Salud Indígena (Sesai) complementaron la 

atmósfera de renovada esperanza.

A principios de año, la situación del Pueblo 
Yanomami –informada repetidamente 
durante mucho tiempo– causó una 
enorme conmoción. Luego de años de 
abandono e inacción activa por parte de 
gobiernos anteriores ante la presencia 
ilegal de mineros en la Tierra Indígena (TI), 
el pueblo fue llevado al extremo de la 
vulnerabilidad. La declaración de 
Emergencia Sanitaria Nacional y el inicio de 
un importante operativo de desintrusión 
en ese territorio apuntaban a un cambio 
efectivo en relación a la política indígena.

Sin embargo, sin demora, la realidad 
política se impuso. El Congreso Nacional 
actuó para vaciar el MPI y atacar los 
derechos indígenas, especialmente 
mediante la aprobación del Proyecto de 
Ley (PL) 490/2007, transformado, a finales 
de año, en Ley 14.701/2023. El Poder 
Legislativo actuó en clara oposición al 
Supremo Tribunal Federal (STF), que, luego 
de años de trámite, concluyó la sentencia 
del caso de repercusión general que 
discutía la demarcación de tierras 
indígenas con una decisión a favor de los 
Pueblos Originarios.

La Corte Suprema reconoció los derechos 
territoriales indígenas como “cláusulas 
permanentes” de la Constitución Federal 

–es decir, que no pueden ser alteradas ni 
restringidas– y declaró inconstitucional la 
tesis del marco temporal. Esta tesis, que 
persigue a los Pueblos Indígenas desde 
hace años, pretende establecer que sólo 
las tierras que estaban en posesión de los 
pueblos indígenas o estaban en disputa 
podían ser demarcadas en la fecha de 

promulgación de la Constitución, el 5 de 
octubre de 1988.

Pese a la sentencia, el Congreso Nacional 
incluyó en la ley 14.701 el plazo como 
criterio para la demarcación de tierras 
indígenas, además de un conjunto de 
disposiciones legales que, en la práctica, 

buscan inviabilizar nuevas demarcaciones 
y abrir tierras ya demarcados para la 
explotación económica. El veto parcial de 
Lula fue anulado por el Congreso, con un 
gran número de votos de partidos que 
ocupan cargos en el gobierno, y la ley entró 
en vigor a finales de año.

Este contexto se reflejó en la constatación 
de pocos avances en la demarcación de 
tierras indígenas y la continuación de casos 
de invasión, daños al patrimonio indígena y 
conflictos por derechos territoriales.

Se llevaron a cabo algunas acciones de 
desintrusión, pero ninguna con la fuerza 
inicial de la Task Force Yanomami, que 
también cayó en la inercia sin que la 
minería fuera completamente 
desmantelada. En 2023, se registraron 276 
casos de invasiones posesorias, 
explotación ilegal de recursos naturales y 
daños diversos a la propiedad en al menos 
202 territorios indígenas en 22 estados de 
Brasil.

Ocho tierras indígenas fueron aprobadas 
en el primer año del nuevo gobierno, una 
cifra inferior a las expectativas, aunque 
superior a la de los últimos años. Los 
magros avances en las demarcaciones se 
reflejaron en la intensificación de los 
conflictos, con varios casos de 
intimidaciones, amenazas y ataques 

Brasil

violentos contra indígenas, especialmente 
en estados como Bahía, Mato Grosso do 
Sul y Paraná.

La voluntad del gobierno federal de 
explorar petróleo en la desembocadura del 
Amazonas, la priorización presupuestaria 
del agronegocio y el apoyo a grandes 
proyectos de infraestructura y exploración 
minera en conflicto con los Pueblos 
Indígenas, como el ferrocarril “Ferrogrão” y 
los ataques de empresas extranjeras a la El 
territorio Mura, en Amazonas, también 
compuso este escenario.

La lentitud y falta de señales claras por 
parte del gobierno federal en defensa de 
los territorios indígenas influyó 
directamente en el alto número de 
conflictos registrados, muchos de ellos de 
intimidación, amenazas y ataques 
violentos contra Comunidades Indígenas.

Fuente: Cimi. 

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



Mbokajaty: destruyeron casas y se robaron 
pertenencias de la Comunidad

una familia. Tumbaron dos casas, llevaron 
las chapas que sacaron, cables de luz y hasta 
un molino que tenían para moler maíz”, 
relató Silvio Mendez, representante legal de 
la Comunidad.
 
Según explicó, una de las dos casas quedó 
totalmente destruida mientras que la otra 
fue destechada, pero temen que vuelvan 
para seguir tumbando las paredes que 
faltan. Es por eso que hoy, el mburuvicha 
Rosalino Ramos, presentó una denuncia en 
la comisaría local, donde dejó asentado que 
la afectada fue Marina Ramos, su hija. 

El hecho ocurrió específicamente en 
Mbokajaity, a 500 metros de Mbokajaty 2. 
Junto con Mbokajaty 1, son Comunidades 
que fueron relevadas en el marco de la Ley 
26160 y comparten territorio, por lo que 
estos ataques los afectan de igual manera y 
se unen para realizar los reclamos. 

Ahora, una familia entera se encuentra no 
solamente a la intemperie, sino además con 
el temor de que las represalias se 
intensifiquen y de ser agredidos físicamente. 
Este tipo de hechos contra las Comunidades 
Mbya en Misiones se dan de manera 
reiterada y eso no es casualidad. La violencia 
sistemática a la que están siendo sometidos 
en distintos puntos de la provincia por 
temas territoriales habla de un Estado 

Nuevamente fueron víctimas de un ataque, 
en el que destruyeron casas y 
posteriormente robaron los materiales 
caídos, e incluso pertenencias de la 
Comunidad. “Ayer por la mañana, supuestos 
propietarios fueron a desarmar las casas de 

Vía EMiPA.
La Comunidad Mbokajaty, ubicada en San 
Ignacio, ha sido blanco de una serie de 
acontecimientos violentos en los últimos 
años, en los que quienes se adjudican la 
propiedad de su territorio intentan ingresar 
por medio de la fuerza y la violencia. 

Misiones

ausente, cómplice y facilitador para que 
sucedan estas cosas.

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



una familia. Tumbaron dos casas, llevaron 
las chapas que sacaron, cables de luz y hasta 
un molino que tenían para moler maíz”, 
relató Silvio Mendez, representante legal de 
la Comunidad.
 
Según explicó, una de las dos casas quedó 
totalmente destruida mientras que la otra 
fue destechada, pero temen que vuelvan 
para seguir tumbando las paredes que 
faltan. Es por eso que hoy, el mburuvicha 
Rosalino Ramos, presentó una denuncia en 
la comisaría local, donde dejó asentado que 
la afectada fue Marina Ramos, su hija. 

El hecho ocurrió específicamente en 
Mbokajaity, a 500 metros de Mbokajaty 2. 
Junto con Mbokajaty 1, son Comunidades 
que fueron relevadas en el marco de la Ley 
26160 y comparten territorio, por lo que 
estos ataques los afectan de igual manera y 
se unen para realizar los reclamos. 

Ahora, una familia entera se encuentra no 
solamente a la intemperie, sino además con 
el temor de que las represalias se 
intensifiquen y de ser agredidos físicamente. 
Este tipo de hechos contra las Comunidades 
Mbya en Misiones se dan de manera 
reiterada y eso no es casualidad. La violencia 
sistemática a la que están siendo sometidos 
en distintos puntos de la provincia por 
temas territoriales habla de un Estado 

Nuevamente fueron víctimas de un ataque, 
en el que destruyeron casas y 
posteriormente robaron los materiales 
caídos, e incluso pertenencias de la 
Comunidad. “Ayer por la mañana, supuestos 
propietarios fueron a desarmar las casas de 

Vía EMiPA.
La Comunidad Mbokajaty, ubicada en San 
Ignacio, ha sido blanco de una serie de 
acontecimientos violentos en los últimos 
años, en los que quienes se adjudican la 
propiedad de su territorio intentan ingresar 
por medio de la fuerza y la violencia. 

Misiones

ausente, cómplice y facilitador para que 
sucedan estas cosas.

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



No hay desalojo para esta tierra ancestral

La Justicia de Córdoba, mediante el Juzgado 
de Competencia Múltiple de Villa Cura 
Brochero, rechazó el desalojo de una 
vivienda que se encuentra ocupada por 
integrantes de la Comunidad Werken 
Kurruf, ya que la demandada acompañó 
prueba que demostrara que ese inmueble 

podría formar parte de un territorio 
ancestral recuperado.

En el caso, uno de los herederos del 
supuesto titular, que lo tenía a modo 
registral mostró como una “intrusa” a la 
ocupante de la vivienda que se emplaza en 

Córdoba

El centro cultural que funciona en la Comunidad. Foto: Córdoba Originaria.

un predio de diez hectáreas, ya que -a su 
entender- la usa “sin derecho”. Por su parte, 
la demandada se presentó ante el tribunal 
asegurando que era una “lamien” 
(autoridad) de la Comunidad, compuesta 
por miembros de los Pueblos 
Comechingón, Ranquel, Mapuche y 
Charrúa. También expresó que mantiene 
una posesión comunitaria, originaria y 
pública, recuperada desde hace muchos 
años. 

Aseguró que, “en las tierras en donde se 
encuentra la vivienda, se desarrollen 
actividades relacionadas con la 
revalorización de la cultura aborigen y el 
fortalecimiento de la identidad”. También 
sostuvo que “el patrimonio natural de la 
Comunidad es el bosque nativo que les 
provee de alimentos, leña y medicina desde 
hace siglos, con una presencia armónica y 
no destructiva de estos bienes naturales. 
Asegura que, en ese sector, además, 
existen sitios ceremoniales y sagrados”.

A su vez, el ocupante de la vivienda 
demostró que forma parte de la “Mesa de 
Trabajo y Diálogo Político de los Pueblos 
Indígenas de Argentina con el Estado 
Nacional”, organización que integra el 
Consejo Consultivo y Participativo de los 
Pueblos Indígenas de la República 
Argentina, creado a través del Decreto 
672/2016. También probó que la 
Comunidad Werken Kurruf ha solicitado la 

personería jurídica ante el Instituto 
Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) y que, 
en su territorio, se desarrollan actividades 
vinculadas con la visibilización de la 
existencia de los Pueblos Originarios.

Por todo ello, el juez José María Estigarribia 
entendió que el conflicto puesto a 
consideración del tribunal “excede el marco 
del juicio de desalojo”, y argumentó que 
“esta vía no resulta idónea para dirimir 
quién tiene mejor derecho a poseer el 
inmueble ni cuáles son los límites correctos 
de cada posesión”.

El magistrado agregó que a la demandada 
le basta con demostrar, a priori, que tiene 
un título legítimo, esto es, la posesión 
comunitaria de las tierras por la 
Comunidad que ella representa “para 
resistir la pretensión de desalojo, aunque el 
actor exhibe otro”. “Esto así, porque debe 
respetarse la autoidentificación de todo 
grupo que se considera indígena si no 
existen indicios fuertes que lo desmientan, 
porque Argentina asumió el compromiso 
internacional de adoptar como criterio 
fundamental, justamente, la conciencia de 
identidad del propio grupo (art. 1 inc. 2 del 
Convenio N° 169 de la OIT). Además, 
nuestra Constitución Nacional garantiza a 
los indígenas 'el respeto a su identidad' (art. 
75 inc. 17 de la CN)”, concluyó.

Fuente: Diario Judicial.

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



Córdoba

La Justicia de Córdoba, mediante el Juzgado 
de Competencia Múltiple de Villa Cura 
Brochero, rechazó el desalojo de una 
vivienda que se encuentra ocupada por 
integrantes de la Comunidad Werken 
Kurruf, ya que la demandada acompañó 
prueba que demostrara que ese inmueble 

podría formar parte de un territorio 
ancestral recuperado.

En el caso, uno de los herederos del 
supuesto titular, que lo tenía a modo 
registral mostró como una “intrusa” a la 
ocupante de la vivienda que se emplaza en 

un predio de diez hectáreas, ya que -a su 
entender- la usa “sin derecho”. Por su parte, 
la demandada se presentó ante el tribunal 
asegurando que era una “lamien” 
(autoridad) de la Comunidad, compuesta 
por miembros de los Pueblos 
Comechingón, Ranquel, Mapuche y 
Charrúa. También expresó que mantiene 
una posesión comunitaria, originaria y 
pública, recuperada desde hace muchos 
años. 

Aseguró que, “en las tierras en donde se 
encuentra la vivienda, se desarrollen 
actividades relacionadas con la 
revalorización de la cultura aborigen y el 
fortalecimiento de la identidad”. También 
sostuvo que “el patrimonio natural de la 
Comunidad es el bosque nativo que les 
provee de alimentos, leña y medicina desde 
hace siglos, con una presencia armónica y 
no destructiva de estos bienes naturales. 
Asegura que, en ese sector, además, 
existen sitios ceremoniales y sagrados”.

A su vez, el ocupante de la vivienda 
demostró que forma parte de la “Mesa de 
Trabajo y Diálogo Político de los Pueblos 
Indígenas de Argentina con el Estado 
Nacional”, organización que integra el 
Consejo Consultivo y Participativo de los 
Pueblos Indígenas de la República 
Argentina, creado a través del Decreto 
672/2016. También probó que la 
Comunidad Werken Kurruf ha solicitado la 

personería jurídica ante el Instituto 
Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) y que, 
en su territorio, se desarrollan actividades 
vinculadas con la visibilización de la 
existencia de los Pueblos Originarios.

Por todo ello, el juez José María Estigarribia 
entendió que el conflicto puesto a 
consideración del tribunal “excede el marco 
del juicio de desalojo”, y argumentó que 
“esta vía no resulta idónea para dirimir 
quién tiene mejor derecho a poseer el 
inmueble ni cuáles son los límites correctos 
de cada posesión”.

El magistrado agregó que a la demandada 
le basta con demostrar, a priori, que tiene 
un título legítimo, esto es, la posesión 
comunitaria de las tierras por la 
Comunidad que ella representa “para 
resistir la pretensión de desalojo, aunque el 
actor exhibe otro”. “Esto así, porque debe 
respetarse la autoidentificación de todo 
grupo que se considera indígena si no 
existen indicios fuertes que lo desmientan, 
porque Argentina asumió el compromiso 
internacional de adoptar como criterio 
fundamental, justamente, la conciencia de 
identidad del propio grupo (art. 1 inc. 2 del 
Convenio N° 169 de la OIT). Además, 
nuestra Constitución Nacional garantiza a 
los indígenas 'el respeto a su identidad' (art. 
75 inc. 17 de la CN)”, concluyó.

Fuente: Diario Judicial.

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



Río Negro

La Corte Suprema anuló devolución de tierras 
del ejército a Comunidad Mapuche 

Hace 12 años el Estado Nacional relevó y demarcó las tierras que habita históricamente la Comunidad Ranquehue de 
acuerdo con la ley de emergencia territorial indígena 26.160. Foto: Originarios.ar.

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



Río Negro

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar

Río Negro



La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar

Río Negro



Pasaron 100 años y la sensación amarga 
no desaparece

Historia

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



Historia

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar

19 de julio de 1924, Masacre de Napalpí 

El Juicio por la Verdad dejó claro que el 
Estado fue el responsable de la matanza. 
“La perpetración de la masacre, por su 
propia complejidad, requirió de la previa 
concepción de un plan”, dice el fallo.

El 19 de julio de 1924, entre 400 y 500 
miembros de los Pueblos Qom y Mocoví 
fueron asesinados a manos de la policía y 
demás grupos estancieros. Las 
Comunidades reclamaban una paga justa 
por la cosecha de algodón a los grandes 
terratenientes de la provincia del Chaco. 
Quienes no murieron por las balas, fueron 
degollados con facones, machetes y 
hachas. Como justificación de la matanza, 
la versión oficial indicó que hubo una 
“sublevación indígena”.

La orden fue exclusivamente política, 
motivada por intereses económicos. 
Existió un mandato directo del Estado 
nacional y se lo responsabiliza en los 
delitos de homicidio agravado y reducción 
a la servidumbre como crímenes de lesa 
humanidad, cometidos en el marco de un 
proceso de genocidio de los Pueblos 
Indígenas.

En un inédito Juicio por la Verdad, 
celebrado del 19 de abril al 19 de mayo de 
2022, se estableció la responsabilidad del 
Estado argentino en la matanza 

perpetrada en 1924. Fue un largo camino para 
las Comunidades, que durante casi un siglo 
debieron sufrir falsas versiones que ocultaban 
los verdaderos hechos.

Este fatídico suceso representó una de las 
acciones más atroces cometidas por parte del 
Estado argentino hacia un Pueblo Indígena 
que no hacía más que reclamar por los 
derechos que le correspondían.



A 12 años de un triunfo 
popular
El día miércoles 17 de julio se 
llevó adelante un encuentro 
virtual, organizado por la Red 
Iglesias y Minería, a 12 años 
del triunfo popular en el que 
vecinos organizados, masiva y 
democráticamente dijeron 
NO a la megaminería.

El 3 de junio se cumplieron 
doce años del referéndum 
popular en Loncopué, un 
hecho histórico y una 
demostración concreta de la 
autodeterminación de una 
población dispuesta a decidir 
su futuro, defendiendo el 
territorio de la megaminería. 

Corazonar Loncopué

APORTES

La Corte Suprema de Justicia declaró la 
nulidad de la resolución de primera 
instancia que había ordenado la 
transferencia a título gratuito del dominio 
de tierras en disputa a favor de la 

Comunidad Mapuche Millalonco 
Ranquehue en San Carlos de Bariloche.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) anuló una sentencia de 2022 que 

ordenaba otorgarle a la Comunidad una 
mayor seguridad jurídica sobre esas tierras, 
con el argumento de que no se le dio 
participación a la provincia en todo el 
proceso administrativo y judicial, a pesar de 
que esta nunca pidió intervenir o ser parte. 
Esta decisión grave y regresiva va en línea 
con otras decisiones judiciales de tribunales 
superiores de provincias que obstaculizan 
el cumplimiento de las leyes que obligan al 
Estado a darles más garantías a las 
Comunidades Indígenas sobre los 
territorios que les pertenecen.

La sentencia de la Corte ordenó que debe 
realizarse un nuevo juicio, ya que en este no 
tuvo intervención la provincia de Río Negro. 
Sin embargo, eso es cuestionado por los 
actores de la Comunidad. Cuando existe 
una controversia entre una Comunidad y el 
Estado Nacional, como en este caso y a 
través del Ejército, no corresponde, por ley, 
la participación de la provincia. El Ejército 
reclama las tierras para uso productivo 
como “lugar de pastoreo de mulas” y el 
ministro de Defensa, Luis Petri, celebró en 
redes sociales el fallo que contradice a la 
Constitución, según la cual las 
Comunidades “tienen derecho a la 
propiedad de las tierras que actualmente 
ocupan” y si no alcanzaran “se les debe 
asignar otras aptas y suficientes para el 
desarrollo humano”.

La Comunidad inició un juicio al Estado 
Nacional para lograr el título de propiedad 
comunitario sobre las tierras ya que el 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 
(INAI) certificó en el año 2012 la ocupación 
actual, tradicional y pública del predio a 
través de un relevamiento territorial. El 
mecanismo contemplado en la Ley de 
Emergencia Territorial Indígena suspendía 
los desalojos hasta que se relevaran 
certeramente las tierras de las 
comunidades.

Como el terreno es parte de un predio 
mayor que administra el Ejército, hoy quien 
reclama el terreno para uso propio es el 
Ejército que se estableció allí en 1930. “Pero 
la Comunidad ya habitaba el lugar cuando el 
Ejército se instaló en la zona”, destaca la 
doctora en antropología e investigadora en 
temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
hectáreas. Para la construcción del primer 
destacamento que luego fue la Escuela 
Militar de Montaña Juan Domingo Perón 
contó con colaboración de las 
Comunidades, que prestaban ayuda con 
sus bueyes, con sus saberes. “Convivían 
pacíficamente”, repasa el abogado de la 
Comunidad Matías Schraer.

La Comunidad Millalonco Ranquehue 

habita ancestralmente tierras que fueron 
ocupadas por el Ejército Argentino luego de 
la denominada “Campaña del desierto”, que 
se apropió de los territorios de las 
Comunidades Indígenas por medio de la 
aniquilación, el desplazamiento y el 
sometimiento. Sobre las tierras de esta 
Comunidad, primero se creó un área 
natural y un título de propiedad a nombre 
de la Administración de Parques 
Nacionales. En 1937 esos territorios fueron 
cedidos al Ejército. Desde ese año hasta 
hoy, distintas autoridades militares 
impulsaron denuncias de usurpación y 
pedidos de desalojo que causaron daños 
materiales, la pérdida de espacios 
comunitarios y el miedo permanente a la 
expulsión. A pesar de estas acciones, la 
Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
seguridad jurídica mayor sobre los 
territorios utilizando las herramientas 
institucionales. Inició un amparo y en 2022 
la justicia federal de Bariloche dictó una 
sentencia que ordenó al Gobierno nacional 
entregar el título de propiedad de estas 
tierras a la Comunidad.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo nunca 
cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
la CSJN hizo lugar a una medida cautelar 

que suspendía la entrega del título. Y ayer 
dio a conocer su sentencia en la que 
desconoce los derechos de las 
Comunidades y las obligaciones del Estado. 
La Corte IDH condenó a la Argentina en 
2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.

Fuente: Originarios.ar



A 12 años de un triunfo 
popular
El día miércoles 17 de julio se 
llevó adelante un encuentro 
virtual, organizado por la Red 
Iglesias y Minería, a 12 años 
del triunfo popular en el que 
vecinos organizados, masiva y 
democráticamente dijeron 
NO a la megaminería.

El 3 de junio se cumplieron 
doce años del referéndum 
popular en Loncopué, un 
hecho histórico y una 
demostración concreta de la 
autodeterminación de una 
población dispuesta a decidir 
su futuro, defendiendo el 
territorio de la megaminería. 

ENDEPA camina…
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transferencia a título gratuito del dominio 
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temáticas de pueblos originarios, Laura 
Kropff.

El Ejército posee allí más de 3.000 
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Comunidad nunca abandonó el lugar. En 
2020, luego de un intento de desalojo 
administrativo, decidió reclamar por una 
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tierras a la Comunidad.
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cumplió. Por el contrario, apeló fuera de 
término y fue hasta la CSJN con el falso 
argumento de que el lugar era utilizado por 
la Escuela de Montaña del Ejército. En 2023, 
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que suspendía la entrega del título. Y ayer 
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Comunidades y las obligaciones del Estado. 
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2020 en el caso Lhaka Honhat y le exigió 
“adoptar las medidas legislativas y/o de otro 
carácter que fueren necesarias para dotar 
de seguridad jurídica al derecho de 
propiedad comunitaria indígena”.

El territorio está a nombre del Estado 
nacional. “La provincia no tiene injerencia ni 
interés en juego, por eso nunca fue citada 
–detalla Schraer–, y no participó porque la 
ley no prevé que tenga que participar el 
Estado provincial”. Está hecho todo dentro 
de la ley, afirma sobre el juicio que validó el 
relevamiento, ya que el terreno que reclama 
la Comunidad está bajo administración del 
Ejército. No se «omitió dar intervención a la 
provincia para que pudiera ejercer su 
derecho de defensa», como alega la Corte, 
porque no es competencia de la provincia el 
destino de esas tierras que dependen del 
Ejército.

Esta sentencia y su propalación mediática, 
considera el abogado, generan gran 
confusión porque los medios, en sus 
titulares, señalan que la Corte Suprema 
suspendió la entrega de tierras. “¡No es así! 
Las tierras las tiene la Comunidad, nunca se 
fueron de ahí, la sentencia es sobre un 
papel, un título de propiedad, pero el 

territorio es de ellos, le pidieron a la Justicia 
un título de propiedad, comunitario. Eso 
buscaba el juicio, no que les entreguen las 
tierras, no hay entrega ni cesión, eso es 
todo mentira”.

El máximo tribunal tomó una decisión 
regresiva respecto de la única política 
pública destinada a garantizar los derechos 
humanos y, en particular, el derecho al 
territorio, de las Comunidades indígenas. Y 
anula un proceso que iniciaron las 
Comunidades recurriendo a la justicia como 
estrategia para que el Estado les reconozca 
lo que les corresponde.

El Estado insiste en que los conflictos 
territoriales deben tramitarse por vías 
legales e institucionales. Sin embargo, 
cuando las Comunidades así lo hacen 
atraviesan un periplo de años, no exento de 
violencias estatales de distinto tipo, al final 
del cual también se les niegan los derechos 
establecidos en la Constitución. Esta 
decisión de la CSJN es un claro ejemplo.
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Segundo módulo del Taller de capacitación de Líderes con presencia de los Pueblos 
Nivačle, Qom, Pilagá y Wichí en Formosa. 

Capacitación sobre Derechos Humanos con el Pueblo Mbya Guaraní en Misiones. 


